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Proceso electoral romano 
en época republicana
Lourdes Llorvandi715

Resumen

El trabajo realiza un análisis comparativo entre el régimen elec-
toral de la Roma republicana y el sistema vigente en la República 
Argentina, a fin de examinar la evolución histórica del sufragio y de 
las instituciones electorales. En Roma, el voto se concebía como un 
derecho y no como una obligación, sin sanciones para quienes se 
abstuvieran de participar. Las elecciones se celebraban en el Campo 
de Marte y se organizaban a través de distintos tipos de comicios, 
cuya estructura reflejaba una marcada desigualdad social, ya que el 
valor del voto dependía de la posición económica del ciudadano, 
así como el acceso a las magistraturas estaba condicionado por el 
cumplimiento del cursus honorum. En contraste, el sistema argenti-
no se encuentra constitucionalizado y reglamentado por el Código 
Electoral Nacional. El sufragio es universal, secreto y obligatorio, 
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configurándose como un deber cívico para los ciudadanos. La or-
ganización del padrón electoral, la división territorial en distritos 
y mesas y la regulación del acto comicial responden a criterios ob-
jetivos y normativamente establecidos. El trabajo también aborda 
los requisitos constitucionales para la postulación de candidaturas 
y el régimen de infracciones y delitos electorales. En conclusión, se 
evidencia una transformación sustancial desde un modelo antiguo, 
estratificado y no obligatorio, hacia un sistema democrático mo-
derno basado en la igualdad política, la juridicidad y la protección 
institucional del sufragio.

Palabras clave: derecho romano; elecciones; república 

I. Introducción

El sistema electoral romano constituye una de las instituciones más 
complejas y reveladoras de la organización política de la República. 

A través de él se materializaba la participación del pueblo en la de-
signación de magistrados y en la toma de decisiones fundamentales 
para la vida pública, reflejando así los principios de soberanía popu-
lar y equilibrio entre los diversos órdenes sociales que caracterizaron 
al Estado romano.

El estudio del sufragio romano no solo permite comprender el 
modo en que se articulaban las relaciones entre los ciudadanos y el 
poder, sino también advertir las tensiones inherentes entre el ideal 
republicano de participación y las limitaciones prácticas, económi-
cas y sociales que condicionaban su ejercicio. 

En efecto, el voto en Roma era un derecho esencialmente volun-
tario, restringido por factores logísticos y censitarios, y desarrollado 
en un marco institucional donde las clases más acaudaladas concen-
traban la mayor influencia política.



ESTUDIOS SOBRE PRINCIPIOS GENERALES Y DERECHO ROMANO  •  Volúmen 5

405

El presente trabajo se propone realizar un análisis comparativo en-
tre el régimen electoral de la Roma republicana y el sistema vigente 
en la República Argentina, con el objeto de examinar la evolución 
histórica y jurídica de los institutos fundamentales del derecho elec-
toral. A partir de ejes temáticos comunes —la naturaleza del sufragio, 
el lugar y el tiempo de la votación, el sistema electoral, los requisi-
tos para la postulación de candidaturas y el régimen de ilícitos— se 
busca identificar continuidades conceptuales y profundas transfor-
maciones normativas que evidencian el tránsito desde un modelo 
político de participación restringida hacia un sistema democrático 
constitucional estructurado sobre los principios de universalidad, 
igualdad y obligatoriedad del voto.

El contraste entre ambos ordenamientos permite no solo contex-
tualizar históricamente las instituciones electorales contemporáneas, 
sino también valorar el grado de juridicidad, formalización y garan-
tías que caracterizan al derecho electoral moderno, particularmente 
en el marco constitucional argentino.

A través de este análisis se pretende ofrecer una visión integral del 
fenómeno electoral romano, destacando su relevancia como antece-
dente de los sistemas políticos actuales y como expresión concreta 
del imperium populi Romani.

II. El proceso electoral

En el marco del derecho público, los ciudadanos romanos gozaban 
de una serie de prerrogativas políticas que expresaban su pertenencia 
al populus Romanus y su participación en la vida cívica del Estado. 

Entre ellas se destacaba el ius suffragii o derecho de voto, que 
permitía intervenir en las asambleas populares (comitia) para ele-
gir magistrados, aprobar leyes o resolver cuestiones judiciales de 
trascendencia pública. Este derecho constituía una manifestación 
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esencial de la soberanía popular y un elemento definitorio del es-
tatus cívico. 

Junto a él se encontraba el ius honorum o derecho a ocupar cargos 
públicos, que facultaba a los ciudadanos aptos —según su edad, 
censo y cumplimiento del cursus honorum— a postularse y desem-
peñar magistraturas. 

Ambos derechos, profundamente vinculados, representaban 
las formas más elevadas de participación política en la Repúbli-
ca romana y aún continúan vigentes hoy, consagrados en nuestra 
Constitución Nacional y en los diversos códigos electorales, tanto 
nacionales como provinciales. 

II. 1. De la voluntariedad a la obligatoriedad

El ejercicio del voto en Roma se concebía primordialmente como 
un derecho y no como una obligación. En efecto, el sufragio carecía 
de carácter imperativo, y las fuentes jurídicas no registran la exis-
tencia de sanciones o medidas coercitivas dirigidas contra aquellos 
ciudadanos que se abstuvieran de participar en los comicios. 

Con frecuencia, los romanos se veían materialmente impedidos 
de ejercer este derecho debido a las dificultades logísticas que ello 
implicaba. Debe recordarse que, pese a la vasta extensión territorial 
del Imperio, el acto electoral tenía lugar exclusivamente en la ciudad 
de Roma, lo que suponía elevados costos de desplazamiento y tiem-
po para quienes residían en provincias u otras regiones distantes. 

Asimismo, según la actividad del magistrado de turno, en de-
terminados años podían convocarse múltiples elecciones, lo que 
incrementaba la carga para los ciudadanos. 

No era infrecuente, además, que el proceso electoral se prolongara 
o interrumpiera, ya fuera por anulaciones o aplazamientos, para ser 
posteriormente reanudado o continuado en fechas posteriores.

Lo expuesto contrasta con el régimen vigente en la República 



ESTUDIOS SOBRE PRINCIPIOS GENERALES Y DERECHO ROMANO  •  Volúmen 5

407

Argentina, donde el sufragio se erige como universal, secreto y 
obligatorio, principio instaurado a partir de la Ley Sáenz Peña y 
actualmente receptado en la Constitución de la Nación Argentina 
(artículo 37) y reglamentado por el Código Electoral Nacional.

En particular, la obligatoriedad del voto encuentra fundamento 
en el artículo 12 del Código Electoral Nacional (en adelante, CEN), 
que lo configura como un deber cívico para todos los ciudadanos 
argentinos mayores de dieciocho (18) y menores de setenta (70) 
años. En cambio, para los ciudadanos de dieciséis (16) y diecisiete 
(17) años, así como para los mayores de setenta (70), el ejercicio del 
sufragio reviste carácter facultativo.

Asimismo, respecto de los electores comprendidos en el tramo 
etario en que el voto es obligatorio (18 a 70 años), el CEN contem-
pla un catálogo taxativo de excepciones que habilitan la justificación 
de la inasistencia. Entre ellas se encuentra el supuesto de hallarse el 
elector, el día del comicio, a más de quinientos (500) kilómetros del 
lugar donde deba sufragar, circunstancia que debe acreditarse me-
diante constancia expedida por autoridad policial competente que 
certifique su comparecencia en esa jurisdicción.

Complementariamente, el artículo 18 del CEN crea el “Registro 
de Infractores al Deber de Votar”, mientras que el artículo 125 esta-
blece el régimen sancionatorio aplicable a quienes incumplan injusti-
ficadamente con dicha obligación, previendo la imposición de multas 
graduadas en función de la reiteración de la conducta omisiva.

II. 2. Del lugar del sufragio

Durante la República romana, el lugar destinado a la votación era 
fundamental dentro de la organización política de la ciudad, ya que 
expresaba la participación directa del pueblo en los comicios. 

Las asambleas de ciudadanos se celebraban principalmente en 
el Campo de Marte (Campus Martius), un amplio espacio situado 
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fuera del pomerium —los límites sagrados de Roma—, lo que per-
mitía la concurrencia de gran cantidad de ciudadanos sin interferir 
en las actividades religiosas de la urbe. 

Allí se levantaban las saepta, recintos cerrados y ordenados donde 
los votantes emitían su sufragio de manera individual, inicialmente 
de forma oral y, posteriormente, mediante tablillas, tras la introduc-
ción del voto secreto en el siglo II a. C. 

Este lugar, además de su función práctica, simbolizaba el ejercicio 
del poder popular (imperium populi Romani) y el principio republi-
cano de que la soberanía residía en el conjunto de los ciudadanos 
romanos convocados en los comicios.

En la actualidad, la determinación del lugar de votación se en-
cuentra estructurada sobre la base de la división territorial en distri-
tos electorales, conforme la organización del Registro Nacional de 
Electores prevista en el Código Electoral Nacional. Dicho registro se 
integra con la información suministrada por el Registro Nacional de 
las Personas (Renaper), particularmente en lo relativo a los domici-
lios declarados por los ciudadanos, los cuales constituyen el criterio 
central para la asignación territorial del elector.

El artículo 39 del citado cuerpo normativo establece la división del 
territorio electoral en distritos, y prevé su subdivisión en secciones, 
circuitos y mesas de votación, configurando así la estructura organi-
zativa del padrón. En este esquema, cada mesa electoral se integra 
con un número determinado de electores inscriptos en un mismo 
circuito, con un mínimo de sesenta (60) y un máximo de trescientos 
cincuenta (350) electores, conforme las pautas legales vigentes.

II. 3. Del sistema de votación

La votación en la Roma republicana se realizaba mediante el siste-
ma de los comicios, asambleas populares en las que los ciudadanos 
ejercían su derecho político al sufragio. 
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En un primer momento, el procedimiento se desarrolló en los 
comicios por curias, una forma primitiva de organización basada en 
vínculos de sangre y pertenencia familiar. 

Con el paso del tiempo este sistema fue sustituido por los comi-
cios centuriados, una estructura más compleja que clasificaba a los 
ciudadanos según su riqueza patrimonial, medida en unidades de 
bronce denominadas ases. Este criterio económico determinaba el 
orden de votación y la influencia política de cada grupo. 

Así, la clase ecuestre —integrada por los caballeros— votaba en 
primer término y representaba dieciocho centurias, mientras que 
la primera clase de infantería contaba con ochenta centurias. Dado 
que el total general ascendía a ciento noventa y tres centurias, el 
acuerdo entre las clases más privilegiadas bastaba en la práctica, para 
decidir el resultado de cualquier elección. 

En consecuencia, los ciudadanos pertenecientes a las clases infe-
riores, que votaban al final y con escasa representación, veían su 
derecho al sufragio reducido a una mera formalidad, ya que sus vo-
tos rara vez influían en las decisiones públicas y, en ocasiones, ni 
siquiera eran convocados a participar.

En la República Argentina, el sistema electoral para la elección de 
autoridades nacionales se encuentra regulado por la Constitución 
Nacional y por el Código Electoral Nacional, los cuales establecen 
procedimientos diferenciados según la naturaleza del cargo a ele-
gir, adoptando distintos métodos electorales que combinan criterios 
mayoritarios y proporcionales.

La elección del presidente y vicepresidente de la Nación se rige 
por un sistema mayoritario con eventual segunda vuelta electoral, 
también denominado ballotage, conforme lo disponen los artícu-
los 94 a 98 de la Constitución Nacional. Ambos cargos se eligen 
mediante el sistema de fórmula presidencial, integrada por un can-
didato a presidente y otro a vicepresidente, quienes son votados 
conjuntamente por el electorado.

El sistema establece que una fórmula resultará electa en primera 
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vuelta cuando obtenga el cuarenta y cinco por ciento (45%) o más de 
los votos afirmativos válidamente emitidos. Asimismo, podrá resultar 
electa en primera vuelta aquella fórmula que obtenga al menos el 
cuarenta por ciento (40%) de los votos afirmativos válidos, siempre 
que exista una diferencia superior a diez (10) puntos porcentuales 
respecto de la fórmula que le siga en cantidad de votos.

En caso de que ninguna fórmula alcance dichos porcentajes, se 
procede a la realización de una segunda vuelta electoral entre las dos 
fórmulas más votadas en la primera instancia. En esta etapa resultará 
electa la fórmula que obtenga la mayoría simple de los votos válida-
mente emitidos, asegurando de este modo que el titular del Poder 
Ejecutivo Nacional cuente con un respaldo electoral significativo.

La elección de diputados nacionales se realiza mediante un sistema 
de representación proporcional, utilizando el método D’Hondt para 
la asignación de bancas, conforme lo establece el Código Electoral 
Nacional. En este esquema, cada provincia y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires constituyen distritos electorales independientes, en 
los cuales se elige un número determinado de diputados en propor-
ción a la población.

Las agrupaciones políticas presentan listas de candidatos ordenadas 
y la distribución de las bancas se efectúa en función de la cantidad 
de votos obtenidos por cada lista. El método D’Hondt permite asig-
nar los escaños de manera proporcional a la representación electoral 
obtenida, favoreciendo la participación de minorías políticas y ga-
rantizando una mayor correspondencia entre la voluntad popular y 
la integración de la Cámara de Diputados.

La elección de senadores nacionales se rige por un sistema mayo-
ritario con representación de la minoría, conforme lo dispuesto por 
el artículo 54 de la Constitución Nacional. Cada provincia y la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires eligen tres (3) senadores nacionales, 
conformando así la representación federal en la Cámara Alta.

En este sistema, la lista que obtiene la mayor cantidad de votos en 
el distrito accede a dos (2) bancas senatoriales, mientras que la lista 
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que resulta en segundo lugar obtiene una (1) banca. Este mecanis-
mo busca equilibrar el principio mayoritario con la representación 
de las minorías, garantizando la presencia de más de una fuerza po-
lítica en la Cámara de Senadores.

La renovación de los senadores se realiza por tercios cada dos años, 
lo que contribuye a la continuidad institucional del órgano legisla-
tivo y permite una actualización progresiva de su composición sin 
alterar su estabilidad funcional.

En 2024, la República Argentina sancionó la Ley 27.781, que 
introdujo una reforma sustancial al Código Electoral Nacional, 
modificando el sistema de votación para cargos nacionales e instau-
rando la Boleta Única Papel como instrumento oficial de sufragio.

Hasta ese momento regía el denominado sistema de boleta par-
tidaria múltiple, en virtud del cual cada partido político o alianza 
electoral debía confeccionar, imprimir y proveer su propia boleta, 
existiendo en el cuarto oscuro tantas boletas como agrupaciones ofi-
cializadas participaran en la contienda. En contraste, el nuevo régi-
men establece la utilización de una única boleta, impresa y provista 
por el Estado, en la que se concentran todas las fuerzas políticas y 
candidaturas oficializadas para cada categoría electoral, permitiendo 
al elector seleccionar su opción mediante una marcación en el mis-
mo instrumento.

De este modo, la diferencia estructural entre ambos sistemas ra-
dica en que el modelo anterior se sustentaba en una pluralidad de 
boletas partidarias físicamente diferenciadas, mientras que la Bole-
ta Única Papel unifica en un solo documento todas las alternativas 
electorales disponibles en la elección correspondiente.

II. 4. Del tiempo de la votación 

La mayoría de los cargos públicos en Roma tenían una duración 
anual, aunque algunos, como los censores, se renovaban cada cinco 
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años, por lo que anualmente se celebraba al menos una votación y 
en múltiples ocasiones más de una vez al año.

Entre las magistraturas ordinarias se elegían anualmente dos cónsu-
les, los pretores, los cuestores y los ediles, mientras que las magistratu-
ras extraordinarias son convocadas solo en situaciones excepcionales.

El cuerpo electoral variaba según la magistratura a elegir. Los co-
micios centuriados eran los encargados de designar a los cónsules, 
pretores y censores; la comitia tributa, de elegir a los ediles, cuestores 
y magistrados menores; y el concilio de la plebe, de elegir a los tri-
bunos de la plebe y a los ediles plebeyos. 

Este sistema reflejaba la compleja organización política romana, 
en la que cada asamblea tenía competencias específicas y una com-
posición social distinta.

El censo desempeñaba un papel esencial en todo el proceso electo-
ral, pues tanto el derecho al sufragio como la posibilidad de acceder 
a una magistratura dependían de la correcta inscripción censal. La 
pureza y precisión del censo garantizaban la legalidad de los comi-
cios y la transparencia de los resultados.

En la actualidad, la elaboración del padrón electoral para cada 
proceso comicial corresponde al Registro Nacional de Electores, 
organismo previsto en el Código Electoral Nacional, encargado de 
confeccionar el listado de todos los ciudadanos habilitados para ejer-
cer el derecho al sufragio en la elección respectiva.

El procedimiento contempla, en primer término, la formación 
de un padrón provisorio, el cual debe publicarse con la debida di-
fusión a fin de garantizar el derecho de los electores a formular 
reclamos por omisiones, errores registrales o inclusiones indebidas. 
Vencido el plazo legal para efectuar observaciones y resueltas las im-
pugnaciones correspondientes, se confecciona el padrón definitivo, 
que constituye el instrumento oficial utilizado para la asignación de 
los electores conforme a la división territorial en distritos, seccio-
nes, circuitos y mesas.
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En cuanto a la periodicidad de los comicios nacionales en la Re-
pública Argentina, el calendario electoral prevé elecciones de carácter 
bianual. En los años presidenciales se celebran elecciones generales, 
en las que se eligen presidente y vicepresidente de la nación, así como 
los cargos legislativos que correspondan, mientras que en los años 
intermedios —denominados comúnmente elecciones de medio tér-
mino— se renuevan exclusivamente cargos legislativos nacionales 
(según corresponda, diputados o senadores).

De conformidad con los artículos 53 y 54 del Código Electoral 
Nacional, la convocatoria a elecciones debe ser efectuada por el Po-
der Ejecutivo Nacional con una antelación mínima de noventa (90) 
días respecto de la fecha del comicio. Asimismo, la elección general 
se celebra el cuarto domingo de octubre inmediatamente anterior 
a la finalización de los mandatos que deban renovarse, conforme el 
cronograma constitucional y legal vigente.

II. 5. De los candidatos

Para postularse como candidato a una magistratura romana era 
necesario cumplir con una serie de requisitos legales y sociales. Entre 
ellos se exigía ser hombre, ciudadano romano, haber alcanzado la 
edad mínima requerida, estar correctamente inscrito en el censo y 
haber respetado el orden establecido en el cursus honorum, es decir, 
la secuencia jerárquica de cargos públicos que estructuraba la carrera 
política en Roma. Además, no se podía aspirar a una nueva magis-
tratura mientras se estuviera ejerciendo otra.

La falta de alguno de estos requisitos implicaba la denegación de 
la inscripción por parte del magistrado competente, lo que obligaba 
a los aspirantes a ser sumamente cuidadosos en el cumplimiento de 
las exigencias normativas. 

Durante el período electoral, los candidatos debían vestir la toga 
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candida, prenda blanqueada con yeso que permitía distinguirlos pú-
blicamente y de la cual deriva el término candidato.

El magistrado saliente desempeñaba un papel relevante en el pro-
ceso electoral, ya que era quien presentaba ante el pueblo reunido 
o ante la asamblea los nombres de los aspirantes y consultaba a los 
votantes acerca de cuáles reunían las cualidades necesarias para ser 
elegidos. Este procedimiento, sin embargo, podía generar dificulta-
des, especialmente cuando el número de votantes era elevado.

Para ordenar el proceso y dotarlo de mayor transparencia, en el 
año 62 a. C. se introdujo la professio, una declaración formal de can-
didatura que debía ser presentada por el propio aspirante dentro del 
plazo fijado por el magistrado saliente. 

Asimismo, la lista de candidatos elegibles debía publicarse con 
una antelación mínima de veinticuatro días respecto de la fecha de 
votación, garantizando así la publicidad del proceso y el conoci-
miento previo de los postulantes por parte del pueblo romano.

La Constitución argentina establece los requisitos sustanciales 
para la postulación a los cargos electivos nacionales. En lo que res-
pecta al cargo de presidente de la nación, el artículo 89 dispone 
que se requiere haber nacido en el territorio argentino o ser hijo de 
ciudadano nativo, aunque se haya nacido en el extranjero. Asimis-
mo, exige reunir las demás calidades requeridas para ser senador 
nacional, remitiendo al artículo 55 del texto constitucional. Este 
último establece como condiciones: tener treinta (30) años de edad, 
haber sido seis (6) años ciudadano de la nación, disfrutar de una 
renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente y 
ser natural de la provincia que lo elija o contar con dos (2) años de 
residencia inmediata en ella.

La remisión normativa efectuada por el artículo 89 debe interpre-
tarse sistemáticamente. En primer lugar, el requisito de la ciudadanía 
queda absorbido por la exigencia específica de ser argentino nativo o 
hijo de nativo, lo que torna superada la referencia a los seis años de 
ciudadanía. En segundo término, el recaudo de la renta anual ha sido 



ESTUDIOS SOBRE PRINCIPIOS GENERALES Y DERECHO ROMANO  •  Volúmen 5

415

considerado por la doctrina como una cláusula de carácter histórico 
que carece hoy de operatividad material. Finalmente, la exigencia de 
naturalidad o residencia provincial resulta inaplicable al cargo presi-
dencial, dado que se trata de una magistratura de carácter nacional y 
no de representación distrital.

Por su parte, para ser diputado nacional, el artículo 48 de la Cons-
titución establece como requisitos haber cumplido veinticinco (25) 
años de edad, contar con cuatro (4) años de ciudadanía en ejercicio 
y ser natural de la provincia que lo elija o tener en ella dos (2) años 
de residencia inmediata.

En el plano infraconstitucional, el Código Electoral Nacional re-
gula los aspectos procedimentales vinculados con la oficialización de 
candidaturas y establece determinados impedimentos legales. Entre 
otras previsiones, dispone que las listas de candidatos deben presen-
tarse dentro de los plazos fijados por el cronograma electoral —con 
una antelación aproximada de sesenta (60) días a la fecha del comi-
cio— para su correspondiente oficialización judicial. Asimismo, las 
listas de candidatos a cargos legislativos nacionales deben respetar el 
principio de paridad de género, integrándose de manera intercalada 
entre mujeres y varones, mientras que la candidatura presidencial 
debe formalizarse mediante el sistema de fórmula, integrada por un 
candidato a presidente y otro a vicepresidente de la nación.

II. 6. Del día de la votación

El día de la votación en la Roma republicana comenzaba al alba, 
cuando la ciudad aún se hallaba en penumbra. Los ciudadanos se 
congregaban en espera del magistrado encargado de organizar y pre-
sidir la asamblea, quien debía supervisar el correcto desarrollo del 
proceso electoral. 

En el Saepta, recinto sagrado destinado a los comicios, se reali-
zaban previamente ceremonias religiosas de augurio para consultar 
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la voluntad de los dioses. Estas prácticas adivinatorias, efectuadas 
por los augures, podían consistir en la observación del vuelo de las 
aves (auspicia ex avibus) o en el examen de las vísceras de animales 
sacrificados (auspicia ex tripudiis). Si los presagios resultaban desfa-
vorables, la elección se suspendía y se fijaba una nueva fecha en el 
mismo acto; en caso contrario, se procedía a convocar formalmente 
a la asamblea.

En los primeros siglos de la República, el sufragio se ejercía de 
manera oral: el votante manifestaba su opinión ante los rogatores, 
ciudadanos distinguidos —generalmente senadores— encargados 
de registrar los votos mediante marcas o puntos sobre tablillas o 
tableros especiales. 

Con el tiempo, este sistema fue reemplazado por el voto escrito y 
secreto, introducido para garantizar mayor libertad y autonomía en 
la expresión de la voluntad popular, carácter que acompaña aún hoy 
al deber civil.

El proceso electoral debía celebrarse únicamente en los días comi-
ciales (dies comitiales), excluyendo los días fastos y nefastos, destinados 
a actividades religiosas o de otra índole. 

Algunas elecciones podían extenderse por varias jornadas, lo habi-
tual era que se desarrollaran en un período comprendido entre uno 
y tres días, según la magnitud y complejidad del comicio.

En el régimen vigente, la fecha del comicio es fijada por el Poder 
Ejecutivo Nacional conforme lo dispone el Código Electoral Nacio-
nal. El acto electoral se inicia a las 8:00 del día señalado, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 83 del citado cuerpo normativo, 
previa constitución y apertura de cada mesa por su presidente, quien 
debe verificar la documentación, habilitar la urna y acondicionar el 
espacio destinado a la emisión del sufragio.

El elector solo puede votar en la mesa en la que figura inscripto 
en el padrón y debe acreditar su identidad mediante la exhibición 
del documento habilitante, conforme lo prevé el artículo 89 del 
Código Electoral Nacional. El presidente de mesa se encuentra 
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facultado para impugnar la identidad del votante cuando existan 
dudas razonables, debiendo dejar constancia de ello y sustanciar el 
procedimiento especial previsto al efecto.

En ausencia de impugnaciones, se entrega al elector la Boleta Úni-
ca Papel debidamente firmada por la autoridad de mesa, tras lo cual 
el votante ingresa a la cabina de sufragio para efectuar su elección en 
forma secreta. Emitido el voto, la boleta es introducida en la urna y 
se extiende al elector la constancia de emisión del sufragio, confor-
me lo dispone el artículo 95 del CEN.

A las dieciocho (18) horas se procede a la clausura del comicio, 
permitiendo votar únicamente a quienes se encuentren dentro del 
establecimiento aguardando turno. Concluida la recepción de su-
fragios, la autoridad de mesa realiza el escrutinio, clasifica los votos, 
confecciona la documentación correspondiente, clausura la urna y 
remite las actas y telegramas al Correo Oficial, dando así por finali-
zado el acto electoral en esa mesa.

II. 7. De los delitos electorales

Esta institución no estuvo exenta de regulación en materia de 
delitos electorales. Si bien en sus orígenes carecía de una legislación 
específica, con el tiempo surgió la necesidad de controlar y san-
cionar conductas que desvirtuaban un acto de tanta trascendencia 
como la elección de los magistrados. 

En un comienzo se consideró punible la práctica de abusar de los 
medios para obtener votos, siendo la compra de sufragios la forma 
más habitual. Estas conductas se comprendían dentro del delito co-
nocido como ambitus o ambitio, que designaba la búsqueda ilícita 
y deshonesta de cargos públicos mediante el soborno o la manipu-
lación del electorado. Además de la compra de votos, el ambitus 
podía manifestarse mediante agasajos, donaciones a los ciudadanos, 
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festejos públicos, séquitos electorales o pactos entre candidatos, to-
dos considerados intentos de manipular el resultado electoral.

Con el desarrollo del sistema republicano, se dictaron diversas 
leyes represivas del ambitus, destinadas a mantener la pureza del 
proceso electoral y la moralidad pública. 

Entre las principales normas que regularon esta materia se desta-
can: la Lex Cornelia de ambitu promulgada por Sila, que asignaba 
a un pretor la competencia para juzgar el delito; la Lex Calpurnia, 
que imponía penas pecuniarias y la expulsión del Senado; la Lex Tu-
llia, que establecía el destierro de Roma e Italia por diez años (pena 
que luego se extendió a perpetuidad); y la Lex Licinia, que prohibió 
las asociaciones electorales (sodalicia). Finalmente, la Lex Pompeia 
intentó erradicar definitivamente el ambitus, aunque su aplicación 
coincidió con el ocaso de la República.

A pesar de las sanciones previstas, la legislación romana no con-
sideró punible la cooperación de terceros ni el hecho de dejarse 
corromper, sino únicamente la conducta del propio candidato que 
incurría directamente en prácticas ilícitas. 

El principal inconveniente de este delito residió en la benignidad 
de las penas, que en su mayoría fueron moderadas o de carácter 
pecuniario, por lo que su efecto disuasorio resultó limitado. Hubo, 
no obstante, períodos de mayor severidad: la Lex Sullae imponía la 
inhabilitación para ejercer cargos públicos durante diez años y la 
Lex Calpurnia añadía la expulsión del Senado, con la consiguiente 
incapacidad perpetua para ocupar magistraturas. Posteriormente, la 
Lex Tullia dispuso el extrañamiento de Roma e Italia por diez años, 
pena que más tarde se extendió a perpetuidad, hasta que el dictador 
Julio César permitió el retorno de los condenados por este delito.

Con la caída de la República, la competencia electoral perdió vi-
gor y, con ella, el ambitus se fue extinguiendo paulatinamente, al 
desaparecer también el contexto político que lo hacía posible.

El Código Electoral Nacional contempla expresamente un ré-
gimen de ilícitos y sanciones destinado a tutelar la regularidad, 
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transparencia y libertad del proceso electoral en todas sus etapas. 
A tal efecto, el Título VI del citado cuerpo normativo regula las 
conductas que constituyen violaciones a la ley electoral, estable-
ciendo las penas aplicables y el procedimiento correspondiente 
para su juzgamiento.

Dentro del catálogo de infracciones y delitos electorales se inclu-
yen, entre otros, la portación de armas durante el acto comicial; 
la realización de actos de proselitismo o la exhibición de símbolos 
partidarios en período de veda; la difusión de propaganda electoral 
en medios de comunicación fuera de los plazos autorizados; la or-
ganización de espectáculos públicos o eventos que puedan afectar 
el normal desarrollo del comicio; el incumplimiento de los deberes 
por parte de autoridades y funcionarios electorales; la detención, 
demora u obstaculización del transporte de urnas y documentación 
electoral; la realización de juegos de azar prohibidos; la falsificación 
de documentos o formularios electorales; y la violación del secreto 
del voto.

Asimismo, el Código reprime conductas dolosas o maliciosas 
que alteren o intenten alterar la voluntad popular, reafirmando así 
el carácter protegido del sufragio como pilar esencial del sistema 
democrático.

III. Conclusión

El examen del sistema electoral romano permite advertir la com-
plejidad institucional y social que caracterizó a la República romana.

Lejos de constituir un mecanismo de participación igualitaria, el 
sufragio en Roma se encontraba condicionado por factores de orden 
económico, censitario y logístico que limitaban su ejercicio efectivo 
a una porción reducida de la ciudadanía. 

Su carácter eminentemente voluntario, la concentración del voto 
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en la ciudad de Roma y la preeminencia de las clases más acomo-
dadas en los comicios revelan una estructura política que, aunque 
fundada en el principio formal de la soberanía popular, reproducía 
profundas desigualdades dentro del cuerpo cívico.

El desarrollo del proceso electoral —desde la convocatoria hasta 
la jornada de votación— evidenciaba la preocupación romana por 
dotar de solemnidad y legitimidad a la elección de los magistrados. 

Sin embargo, la frecuente manipulación del voto mediante prác-
ticas de ambitus y la posterior necesidad de legislar para reprimir 
estas conductas muestran cómo la corrupción electoral acompañó 
de manera constante la vida política republicana.

En definitiva, el estudio del sufragio en Roma pone de manifiesto 
la tensión entre los ideales republicanos de participación y la reali-
dad oligárquica del sistema. 

En la República Argentina, el sistema electoral se encuentra 
plenamente juridificado y constitucionalizado: el voto es univer-
sal, secreto y obligatorio; la organización territorial y registral del 
electorado responde a criterios objetivos; las candidaturas se rigen 
por requisitos expresamente establecidos en la Constitución y en 
la legislación infraconstitucional; y existe un régimen detallado de 
infracciones y delitos destinado a preservar la transparencia y legi-
timidad del proceso.

Pese a sus limitaciones, el proceso electoral romano sentó preceden-
tes significativos en la configuración del derecho público occidental 
al institucionalizar principios como la representación, la publicidad 
de las candidaturas, la regulación de los comicios y la búsqueda —
aún imperfecta— de transparencia en la elección de los gobernantes.

De este modo, la evolución desde los comicios romanos hasta el 
moderno sistema electoral argentino evidencia un proceso de pro-
gresiva ampliación de derechos políticos, institucionalización de 
garantías y fortalecimiento del principio democrático, en el cual el 
sufragio deja de ser una facultad condicionada por el estatus social 
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para convertirse en un deber cívico y en una manifestación esencial 
de la soberanía popular.
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